
M. 1569. XL.
ORIGINARIO
Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado
Nacional y otros s/ daños y perjuicios
(daños derivados de la contaminación
ambiental del Río Matanza - Riachuelo).

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 

-1- 

Buenos Aires, 20 de junio de 2006.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que a fs. 14/108 se presentan las diecisiete

personas que se individualizan en el punto 1 de ese escrito,

ejerciendo derechos propios, y algunos de ellos también en

representación de sus hijos menores, e inician demanda contra

el Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires, el Gobierno

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las cuarenta y cuatro

empresas que allí se indican, por los daños y perjuicios que,

según sostienen, se les han ocasionado, y acumulan a dicha

acción la pretensión de que se condene a los demandados a fin

de dar término y recomponer la situación que denuncian.

2°) Que los demandantes relatan que la cuenca del río

Matanza - Riachuelo tiene una población de 3.000.000 de

habitantes, y abarca parte de la Capital Federal y once par-

tidos de la Provincia de Buenos Aires. Indican que desde el

punto de vista ambiental las zonas más críticas de la cuenca

son la portuaria del Riachuelo y aquélla altamente industria-

lizada a lo largo del río, desde su desembocadura hasta las

cercanías de Villa Diamante y Fiorito. Detallan los distintos

tramos en los que aquél puede ser dividido y señalan que el

que individualizan Csegún diversos estudios realizadosC como

Tramo II, y que nace a partir de la desembocadura de los

arroyos Cañuelas y Chacón, es receptor de importantes efluen-

tes industriales con tratamiento inadecuado o inexistente.

Indican que a partir de allí desciende bruscamente su calidad,

llegando a transformarse a la altura del arroyo Santa Catalina

en un curso de agua que, según denuncian, "se asemeja a un

líquido cloacal en condiciones anaeróbicas".

Señalan que entre las fuentes de contaminación del

río se destacan las industrias, que en la mayoría de los casos

vierten sin depuración al río y al suelo los líquidos que
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utilizan, conjuntamente con residuos sólidos tóxicos y peli-

grosos. Las empresas que desarrollan dichas actividades, según

afirman, evidencian un estancamiento tecnológico y un estado

ambiental deficiente.

Manifiestan que el río en su parte media está fuer-

temente contaminado, pero en su parte inferior y zona portua-

ria está altamente contaminado, ya que contiene un grado muy

elevado de metales pesados y compuestos orgánicos, con fuerte

presencia de hidrocarburos totales y pesticidas "organoclora-

dos".

A todo ello se agrega la inexistencia de sistemas

cloacales y la consiguiente vertiente en el río de los dese-

chos correspondientes, como así también de desperdicios de

todo orden provenientes de basurales inadecuados.

Tal estado de cosas, según ponen de resalto en el

escrito inicial, ha provocado también la existencia de un gran

número de terrenos potencialmente contaminados, con impacto en

las aguas subterráneas y superficiales, y en los suelos.

3°) Que en el escrito inicial, y a fin de especificar

cuáles son los ítems y a cuánto asciende su reclamo por el

resarcimiento de los daños ocasionados como consecuencia de la

contaminación, los actores se dividen en dos grandes grupos.

El primero de ellos, comprende a las personas que habitan en

el asentamiento al que denominan "Villa Inflamable", situada

en Dock Sud, partido de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires;

y el segundo, a los que individualizan como los vecinos

afectados que poseerían en común la característica de

desempeñarse como profesionales, ya sean médicos, psicólogos,

odontólogos, enfermeros, en el Hospital Interzonal de Agudos

Pedro Fiorito de la ciudad de Avellaneda, y que se domicilian,

según se denuncia en autos, en Wilde, Avellaneda, Villa

Domínico, y Capital Federal en el barrio de "La Boca".
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El resarcimiento que se pretende busca reparar la

incapacidad sobreviniente que se alega, los gastos por trata-

mientos médicos, gastos por nueva radicación en los supuestos

que específicamente indican, daño moral, daño psíquico sufrido

por madres y padres y sus hijos, el daño futuro Ccomprensivo

de los gastos que habrá que realizar, según sostienen, para

liberar a los niños de la contaminación que portan en su

organismoC, y la pérdida del valor locativo de los inmuebles

que habitan según los casos. El total del reclamo asciende a

la fecha de interposición de la demanda a la suma de 5.161.500

pesos.

4°) Que otras de las pretensiones que se plasman en

la demanda son el interés de que se resarza el daño infringido

al medio ambiente y la recomposición de éste.

Al efecto se expone que, según su postura, el art.

27 de la ley 25.675 diferencia el daño ambiental per se del

daño a los individuos a través del ambiente; y que, en conse-

cuencia, el juez debe meritar los daños perpetrados y adoptar

la medidas, que también solicitan, teniendo en cuenta si el

daño ambiental ocasionado es irreversible o no.

De esa distinción extraen diversas consecuencias,

tales como que, en el caso de los bienes colectivos cuya si-

tuación pueda revertirse, se fije una indemnización destinada

a crear un fondo común de recomposición, o patrimonio de

afectación, para solventar los gastos que irrogue llevar ade-

lante los mecanismos antrópicos de recomposición del ecosis-

tema, el que debería contribuir a sustentar los costos de las

acciones de restauración que lleven a minimizar el daño gene-

rado. Proponen a la consideración del Tribunal que ese "fondo

público" persiga entre sus objetivos cuidar el ambiente, velar

por su protección y su restauración a favor del beneficiario

de la fiducia que es el público en general, y contribuya a
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sustentar los costos de las acciones de la restauración que

puedan minimizar el daño generado. Requieren que aquél se

integre con fondos públicos y privados, provenientes estos

últimos de las tasas que se impongan a los agentes demandados,

sin perjuicio del derecho de regreso que corresponda contra el

sujeto agente contaminador en el caso en que pueda ser

identificado.

En cuanto a los bienes dañados en forma irreversi-

ble, requieren que se fije una indemnización en concepto de

daño moral colectivo para reparar la minoración en el goce que

la comunidad obtenía del bien dañado, a través de una

compensación que deberá establecer el Tribunal dada la laguna

legislativa existente al respecto, y que no tendrá un benefi-

ciario en particular sino la comunidad vecinal toda. Los in-

teresados piden a la Corte que, una vez constituido el fondo,

su administración no quede a cargo de los estados demandados,

ya que, según manifiestan, han sido ellos los que han omitido

proteger el bien colectivo y de esa manera han contribuido a

la afectación por la que reclaman.

5°) Que los actores le atribuyen al daño ambiental

que denuncian particularidades especiales y, en su mérito,

requieren que en el sub lite se flexibilicen las disposiciones

procesales, en tanto no se conculque la garantía de la defensa

en juicio y el debido proceso, requiriendo que el Tribunal

tenga una participación activa, y que no se genere un

expediente de largo trámite que, al decir de las posiciones

doctrinales que citan, no sirve a la víctima, a la comunidad,

ni a los que habrían ocasionado el daño que denuncian.

En ese marco, y sobre la base de considerar que la

afectación al medio ambiente es intolerable y que puede ser

irreversible, solicitan que se dicten distintas medidas cau-

telares, a cuyo efecto sostienen que resulta "una obviedad
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decir que la urgencia en evitar la actividad contaminante del

medio ambiente y su incidencia directa sobre la salud de los

actores y la población en general confluyen en el caso para

dar motivación y fundamento suficiente a la medida innovativa

y/o autosatisfactiva que se peticiona con base en esa alta

probabilidad del derecho" (ver fs. 97); y agregan que al no

haberse previsto en la actualidad acciones vinculadas con el

saneamiento de la cuenca, existe la "elocuente posibilidad" de

que si no se toman las medidas asegurativas que solicitan, se

agrave la situación de los actores y del medio ambiente, y se

corra el riesgo de que quienes en definitiva resulten in-

dividualizados como agentes contaminantes alteren su patrimo-

nio o soliciten su concurso (ver fs. 98).

El requerimiento efectuado en ese sentido puede ser

sintetizado en: a) la creación de un fondo público, que tenga

por fin en su momento reparar el daño ocasionado a las vícti-

mas, y que durante la sustanciación del proceso permita llevar

adelante acciones que busquen modificar la situación de-

nunciada; b) el pedido al Poder Ejecutivo Nacional de que

reanude y continúe hasta su finalización el Plan de Gestión

Ambiental de Manejo de la Cuenca Hídrica Matanza - Riachuelo;

c) la implementación de medidas en orden a la inmediata aten-

ción de la salud de la población ribereña de la cuenca; d) la

anotación de litis en la Inspección General de Justicia, en el

Registro Público de Comercio y en los Libros de Accionistas de

cada una de las empresas codemandadas.

6°) Que en este estado de la causa corresponde al

Tribunal delimitar las pretensiones con precisión a fin de

ordenar el proceso, debiendo, a tales fines, distinguirse dos

grupos.

La primera reclamación se refiere al resarcimiento

de la lesión de bienes individuales, cuyos legitimados activos
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son las personas que se detallan en el considerando primero, y

que reclaman por el resarcimiento de los daños a las personas

y al patrimonio que sufren como consecuencia indirecta de la

agresión al ambiente (punto 6. fs. 56 vta./75).

La segunda pretensión tiene por objeto la defensa

del bien de incidencia colectiva, configurado por el ambiente

(fs. 75/76). En este supuesto los actores reclaman como legi-

timados extraordinarios (Constitución Nacional, arts. 41, 43,

y 30 de la ley 25.675) para la tutela de un bien colectivo, el

que por su naturaleza jurídica, es de uso común, indivisible y

está tutelado de una manera no disponible por las partes, ya

que primero corresponde la prevención, luego la recomposición

y, en ausencia de toda posibilidad, se dará lugar al

resarcimiento (art. 28, ley citada).

En la presente causa y tal como fue planteada la

demanda, la acumulación de pretensiones intentada resulta

inadmisible en esta jurisdicción originaria de la Corte Su-

prema, pues la adecuada ponderación de la naturaleza y objeto

respectivos demuestra que no todas ellas corresponden a la

competencia originaria prevista en el art. 117 de la Consti-

tución Nacional.

7°) Que la cláusula incorporada por la reforma de

1994 en el art. 41 de la Constitución Nacional, situado en un

nuevo capítulo de la parte dogmática llamado "Nuevos Derechos

y Garantías" establece que "Todos los habitantes gozan del

derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desa-

rrollo humano y para que las actividades productivas satisfa-

gan las necesidades presentes sin comprometer las de las ge-

neraciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño

ambiental generará prioritariamente la obligación de recompo-

ner, según lo establezca la ley".

El reconocimiento de status constitucional del de-
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recho al goce de un ambiente sano, así como la expresa y tí-

pica previsión atinente a la obligación de recomponer el daño

ambiental no configuran una mera expresión de buenos y desea-

bles propósitos para las generaciones del porvenir, supedita-

dos en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes

públicos, federales o provinciales, sino la precisa y positiva

decisión del constituyente de 1994 de enumerar y jerarquizar

con rango supremo a un derecho preexistente, que frente a la

supremacía establecida en el art. 31 de la Constitución

Nacional y las competencias regladas en el art. 116 de esta

Ley Fundamental para la jurisdicción federal, sostienen la

intervención de este fuero de naturaleza excepcional para los

asuntos en que la afectación se extienda más allá de uno de

los estados federados y se persiga la tutela que prevé la

Carta Magna.

Desde esta premisa estructural, pues, es que el art.

7° de la ley 25.675 prevé la competencia federal cuando se

trata de la degradación o contaminación de recursos am-

bientales interjurisdiccionales, hipótesis que se verifica en

el sub lite en la medida en que, por un lado, están involu-

cradas más de una jurisdicción estatal; y en que, por el otro,

dos de las pretensiones promovidas tienen en mira ese

presupuesto atributivo de competencia Cla degradación o con-

taminación de recursos ambientalesC al perseguir la recompo-

sición y el resarcimiento del daño de incidencia colectiva,

que es el único reglado y alcanzado por este estatuto especial

(art. 27, ley citada; causa C.1732.XL "Confederación General

del Trabajo (C.G.T. - Consejo Directivo de la C.G.T., Regional

Santiago del Estero c/ Tucumán, Provincia de y otro (Estado

Nacional) s/ amparo", sentencia del 20 de septiembre de 2005).

En las condiciones expresadas, el carácter federal

de la materia y la necesidad de conciliar el privilegio al
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fuero federal que corresponde al Estado Nacional, con la con-

dición de aforada a esta jurisdicción originaria de parte del

Estado provincial, la única solución que satisface esas pre-

rrogativas jurisdiccionales es declarar la competencia origi-

naria del Tribunal que prevé el art. 117 de la Constitución

Nacional con respecto a las pretensiones contenidas en el

punto 7 del escrito de demanda.

8°) Que esa declaración, en cambio, no se extiende a

la pretensión que tiene por objeto la indemnización de los

daños individuales que los demandantes invocan sufrir en sus

derechos patrimoniales y extrapatrimoniales.

En efecto, por un lado, en asuntos de esa naturaleza

debe descartarse la presencia de una cuestión que corresponda

a la competencia federal por razón de la materia (conf. causa

V.930.XLI. "Verga, Ángela y otros c/ TAGSA S.A. y otros s/

daños y perjuicios", sentencia del día de la fecha).

Desechada esa hipótesis, cabe recordar que en los

pronunciamientos dictados por esta Corte en las causas

B.2303.XL "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires,

Provincia de y otro s/ daños y perjuicios", C.4500.XLI "Con-

treras, Carlos Walter c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y

perjuicios" y "Zulema Galfetti de Chalbaud e Hijos Sociedad de

Hecho c/ Santa Fe, Provincia de s/ daños y perjuicios", del 21

de marzo, del 18 de abril y del 9 de mayo de 2006,

respectivamente, esta Corte ha tenido oportunidad de definir

un nuevo contorno del concepto de causa civil Ca los efectos

de determinar la competencia originaria de este Tribunal por

razón de la distinta vecindad o de extranjeríaC limitándolo a

aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y princi-

pios de derecho privado, tanto en lo que concierne a la rela-

ción jurídica de que se trata como en el examen sobre la con-

currencia de cada uno de los presupuestos de la responsabili-
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dad patrimonial ventilada y, en su caso, en la determinación y

valuación del daño resarcible.

9°) Que con particular referencia a los daños cau-

sados por el incumplimiento de parte de un Estado provincial

de las atribuciones provenientes del ejercicio del poder de

policía que le corresponde sobre bienes públicos y en materia

de seguridad pública, el Tribunal afirmó en la causa

A.820.XXXIX "Aguilar, Patricia Marcela c/ Rey y otra (Provin-

cia de Buenos Aires)", sentencia del 30 de mayo de 2006, que

la pretensión procesal subsume el caso, entonces, en un su-

puesto de responsabilidad extracontractual del Estado local

por las consecuencias de su comportamiento omisivo, con indi-

ferencia de que el deber de responder que se imputa se cali-

fique en la presunta "falta de servicio" en que habría incu-

rrido un órgano de la provincia demandada por el cumplimiento

irregular de las funciones estatales que le son propias con

fundamento en el art. 1112 y concordantes del Código Civil

(doctrina del voto concurrente en Fallos: 314:661); o en su

carácter de titular de dominio de un bien público del Estado

provincial destinado al uso y goce de los particulares, con

fundamento en los arts. 2340, inc. 7, y 1113 del Código Civil

(Fallos: 292:597; 315:2834; 317:144; 327:2764, considerando 4°;

o en todo caso, que se sustente en la omisión o deficiente

ejercicio del poder de policía de seguridad (Fallos: 312:2138

y su cita; 313:1636; 323:305, considerando 3°; 323:318;

326:750, dictamen del señor Procurador Fiscal subrogante a

cuyos fundamentos remitió este Tribunal; 327:2764; entre

otros).

10) Que se trata, pues, cualquiera fuese el funda-

mento de la responsabilidad estatal que se invoque, de un daño

que se atribuye a la inactividad u omisión del Estado
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provincial cuando pesa sobre éste la obligación de actuar en

ejercicio imperativo del poder de policía entendido Cen el

contexto que aquí está en estudioC como una "potestad pública"

propia del estado de derecho tendiente a la protección de la

vida e integridad física y patrimonial de los particulares.

11) Que con tal comprensión, no se verifica en el

sub lite el recaudo de causa civil exigido por el art. 24,

inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 para dar lugar a la compe-

tencia originaria de este Tribunal reglada por el art. 117 de

la Constitución Nacional, cuando una provincia es demandada

por un extranjero o por vecinos de otra provincia.

No obsta a la conclusión alcanzada la circunstancia

de que en estas actuaciones la pretensión comprenda como su-

jetos pasivos, también, al Estado Nacional y a la ciudad de

Buenos Aires, pues el privilegio federal del primero está

satisfecho con la intervención de los tribunales inferiores de

la Nación (art. 116 de la Constitución Nacional; arts. 2, inc.

6°, y 12, ley 48; art. 111, inc. 5°, ley 1893); y en cuanto a

la segunda, porque con arreglo a la doctrina establecida en

los precedentes de Fallos: 322:2859, 323:1199 y 323:3991 no es

una provincia argentina y, en consecuencia, no le corresponde

la instancia originaria del Tribunal.

Ello es así pues los miembros del Tribunal que sus-

criben esta decisión consideran que debe abandonarse el su-

puesto de competencia originaria de esta Corte reconocido a

partir del caso "Celina Centurión de Vedoya c/ Provincia de

Misiones", sentencia del 7 de abril de 1983, registrada en

Fallos: 305:441.

Razones de trascendencia institucional como las que

dieron lugar a los precedentes I.349.XXXIX "Itzcovich, Mabel

c/ ANSeS s/ reajustes varios", en que se declaró la inconsti-

tucionalidad del recurso ordinario que contemplaba el art. 19



M. 1569. XL.
ORIGINARIO
Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado
Nacional y otros s/ daños y perjuicios
(daños derivados de la contaminación
ambiental del Río Matanza - Riachuelo).

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 

-11-

de la ley 24.463, y B.2303.XL "Barreto, Alberto Damián y otra

c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios",

sentencias del 29 de marzo de 2005 y 21 de marzo de 2006,

justifican para situaciones como la presente que esta Corte

utilice un riguroso criterio hermenéutico de los supuestos que

dan lugar a su competencia originaria y, de este modo, llevar

a cabo una profundización de su firme y enfática decisión

destinada a preservar sus limitados recursos humanos y

materiales para el fiel ejercicio de su jurisdicción consti-

tucional más eminente y, desde esta premisa estructural, dejar

de lado todos aquellos supuestos en que al amparo de una regla

interpretativa diversa de la enunciada o de entronizar a

principios infraconstitucionales por sobre el inequívoco

carácter de excepción y restringido que impone el art. 117 de

la Constitución Nacional, se asumió una intervención que co-

rresponde que sea declinada.

12) Que en situaciones como la ventilada en el sub

lite y en el precedente del año 1983 del cual se aparta el

presente, no está en tela de juicio que ninguna de las cuatro

partes es aforada ante la jurisdicción originaria del Tribu-

nal, en los términos expresados. Son demandadas una provincia,

una ciudad autónoma y el Estado Nacional por personas que son

vecinos de otro estado Cy en algunos casos de la misma

provinciaC que reclaman la indemnización de daños que habrían

sufrido en sus personas y en sus bienes a título individual,

en una causa que no es de naturaleza civil según lo expresado

en los considerandos 9°, 10 y 11, ni predominantemente federal

a diferencia de la calificada por la materia en el

considerando 8°. De haber sido emplazadas por las demandantes

en forma autónoma, a éstos ni a ninguna de aquéllas le hubiese

correspondido ventilar este asunto ante la jurisdicción

originaria que contempla el art. 117 de la Constitución
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Nacional, pues no se verifica ninguna de las seis situaciones

que, con sustento en la doctrina del Tribunal, prevé aquella

disposición.

Si todo ello es indiscutiblemente así, por las per-

sonas y por la materia, no hay razones suficientes para que el

Tribunal tome intervención sobre la base de una acumulación

subjetiva de pretensiones como la promovida por los de-

mandantes, en ejercicio de una facultad de carácter discre-

cional por la cual, mediante una respetable estrategia proce-

sal, han optado por agrupar en un solo proceso a todos los

estados que consideran responsables comunes de los daños cuyo

resarcimiento persiguen y, de este modo, generar un supuesto

de competencia originaria.

13) Que si como ha sido subrayado en los precedentes

citados para recordar una clásica expresión utilizada por el

tribunal desde el caso "Eduardo Sojo" del 22 de septiembre de

1887 (Fallos: 32:120) hasta los pronunciamientos más re-

cientes, la raíz constitucional de la competencia de que se

trata impide insuperablemente el reconocimiento de que pueda

ser ampliada por persona ni poder alguno, dicha formulación

sería un vano recurso retórico desprovisto de sustancia si se

aceptara que unas personas, las damnificadas, mediante la

utilización de un reconocido y útil instrumento procesal como

es el litisconsorcio pasivo o la actuación obligada de terce-

ros, tengan bajo su potestad exclusiva, bajo su único y solo

arbitrio, generar una competencia de excepción que jamás hu-

bieran obtenido de haber demandado separadamente a cada una de

las agencias estatales sindicadas como responsables, pues

ninguna de ellas es aforada ante este estrado exclusivamente

constitucional para asuntos en que se controvierten materias

como las que dan lugar a estas pretensiones resarcitorias.

14) Que esta Corte no ignora ni retacea las conse-



M. 1569. XL.
ORIGINARIO
Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado
Nacional y otros s/ daños y perjuicios
(daños derivados de la contaminación
ambiental del Río Matanza - Riachuelo).

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 

-13-

cuencias que se derivan de institutos de índole procesal de

comprobada eficacia como los concernientes al litisconsorcio,

a la intervención de terceros y, en general, a los procesos

con pluralidad de partes legitimadas a fin de extender los

efectos de las sentencias que se dicten.

Mas tan importantes y defendibles razones de econo-

mía procesal que apuntan a evitar la duplicidad de pleitos y,

en ciertos casos, el escándalo jurídico, se desvanecen desde

su matriz cuando pretenden sostener un desarrollo argumenta-

tivo de fuente infraconstitucional para sortear una nítida

restricción que reconoce su origen en la Ley Fundamental (Fa-

llos: 189:121 y su cita), con la llamativa conclusión, co-

rrespondiente antes a los teoremas matemáticos que a una

ciencia del derecho, que mediante una fórmula de razonamiento

que al sumar tres elementos negativos Cpor carecer por si

solos de aptitud para obtener un resultado como son las pre-

tensiones individualmente deducidas contra cada uno de los

tres estados no aforadosC obtiene un resultado positivo.

Y no debe olvidarse que un examen como el que se

viene llevando a cabo, además de hacer pie en el rigor de los

razonamientos lógicos, tiene por objeto mantener la raciona-

lidad de la agenda de casos que debe examinar y sentenciar

este Tribunal así como de no entorpecer el responsable ejer-

cicio de las atribuciones constitucionales que la Ley Suprema

ha encomendado a este Cuerpo en los asuntos que corresponden a

su jurisdicción más eminente, como intérprete final de

aquélla, como guardián último de las garantías superiores de

las personas y como partícipe en el proceso republicano de

gobierno.

15) Que, por lo demás, no deben soslayarse otras dos

razones de peso que autorizan a excluir supuestos como el

presente, y de análoga construcción argumental más allá de la
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vía procesal seguida, de la competencia originaria del Tribu-

nal.

Por un lado, que preserva la debida coherencia con

otra situación en que a pesar de la substancial semejanza que

guardaba con el presente, el Tribunal Cen cambioC mantuvo

inalterada su decisión de no intervenir y continuó inhibién-

dose de conocer, que es aquella en que se verifica un litis-

consorcio activo demandando a una provincia y en la cual con

apoyo en el art. 10 de la ley 48 siempre se exigió, y se con-

tinuó haciéndolo desde 1983, la distinta vecindad o extranje-

ría de todos los litisconsortes, a pesar de que las importan-

tes y buenas razones de economía procesal, de preservar la

unidad de la causa y de evitar el escándalo jurídico se veri-

ficaban con igual alcance y riesgo en esta clase de procesos.

Por el otro, y todavía con mayor trascendencia, que

de este modo se evitará que el Tribunal se entrometa en cues-

tiones que no configuran una causa civil sino Cen numerosa

cantidad de casosC de derecho público local en los términos

señalados, preservando para los estados provinciales el cono-

cimiento de asuntos de esa naturaleza y, con esta comprensión,

el fiel respeto de sus autonomías locales que les asegura el

sistema federal adoptado por nuestra Constitución Nacional.

16) Que en las condiciones expresadas la acumulación

subjetiva postulada en la demanda no configura ninguno de los

supuestos que el art. 117 de la Constitución Nacional atribuye

a la competencia originaria y exclusiva de esta Corte, por lo

que las reclamaciones individuales de esta naturaleza deberán

ser reformuladas por los demandantes ante los tribunales que

resultaren competentes; cuya determinación surgirá según que

se demandare al Estado Nacional, a quien únicamente

corresponde litigar ante la jurisdicción federal (art. 116 de

la Constitución Nacional; ley 48, arts. 2°, inc. 6, y 12°; ley
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1893, art. 111, inc. 5°, o al Estado provincial que en esta

materia Cque versa sobre aspectos del derecho público

provincialC sólo puede ser demandado, con arreglo a lo

dispuesto en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución

Nacional, ante sus propios tribunales locales (Fallos:

318:992).

La duplicidad de actuaciones a que dará lugar el

retorno a este criterio tradicional del Tribunal o la posibi-

lidad de que tratándose de varios juicios se dicten resolu-

ciones contradictorias, ha sido sabiamente anticipado, consi-

derado y definido por esta Corte en el citado precedente de

Fallos: 189:121, al subrayar que esas circunstancias no son

causa bastante para alterar las reglas de jurisdicción dado

que ese inconveniente deriva del régimen institucional adop-

tado por la misma Constitución, que hace posible esa diversi-

dad de pronunciamiento. No hay dudas, pues, de que la indis-

cutida raigambre constitucional de la competencia originaria y

exclusiva de esta Corte impide ampliar su rígido contenido con

fundamento en reglas funcionales de orden procedimental, que,

inclusive, ceden en ciertos supuestos por voluntad del propio

legislador (art. 188, incs. 1° a 4° del Código Procesal Civil y

Comercial de la Nación).

17) Que más allá de lo expresado, cabe señalar con

respecto a dicha pretensión que, si bien, eventualmente, po-

drían ser calificados como intereses individuales homogéneos,

en razón de que podría haber un solo hecho ilícito que cause

lesiones diferenciadas a los sujetos peticionantes, ello no

surge de la demanda, en la medida en que, por el contrario,

menciona diferentes supuestos de causación.

Por otra parte, la demanda no contiene una descrip-

ción precisa que permita relacionar el nexo causal que exis-

tiría entre el daño sufrido por cada uno de los actores y cada
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una de las empresas demandadas y tampoco existe una adecuada

descripción de los grados de incapacidad de cada uno de los

demandantes, así como de la entidad de las lesiones sufridas

en sus patrimonios como en sus personas; todo ello obsta a su

acumulación en un solo proceso.

18) Que en virtud de lo expresado, la presente causa

tendrá por objeto exclusivo la tutela del bien colectivo. En

tal sentido, tiene una prioridad absoluta la prevención del

daño futuro, ya que Csegún se alegaC en el presente se trata

de actos continuados que seguirán produciendo contaminación.

En segundo lugar, debe perseguirse la recomposición de la

polución ambiental ya causada conforme a los mecanismos que la

ley prevé, y finalmente, para el supuesto de daños

irreversibles, se tratará del resarcimiento.

La tutela del ambiente importa el cumplimiento de

los deberes que cada uno de los ciudadanos tienen respecto del

cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna,

de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son

el correlato que esos mismos ciudadanos tienen a disfrutar de

un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras,

porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo

está causando a sí mismo. La mejora o degradación del ambiente

beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien

que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí

deriva la particular energía con que los jueces deben actuar

para hacer efectivos estos mandatos constitucionales.

19) Que para la prosecución de estos objetos proce-

sales, no existe la información adecuada, ya que la demanda no

ilustra al tribunal aspectos esenciales sobre la cuestión

litigiosa. El escrito introductorio tampoco se basa en estu-

dios actualizados, ya que se remite a publicaciones periodís-

ticas o a informes presentados por diversos organismos hace
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varios años. En cuanto al bien que la demanda denomina "re-

versible", se pretende la creación de un fondo público que

ascienda, como mínimo, a quinientos millones de dólares, para

atender a la recomposición del ambiente y la satisfacción de

las indemnizaciones. Sin embargo, no se aporta ningún elemento

serio que permita fundar esa decisión por parte de esta Corte

Suprema. En cuanto al bien que denomina "irreversible" las

demandantes peticionan el pago de una suma de dinero en

concepto de daño moral colectivo. Se pretende darle una fina-

lidad satisfactiva y se pide una obra que implique un disfrute

para la comunidad, pero no se aporta ningún elemento que

permita identificar cuál sería esa obra y cuáles sus benefi-

cios satisfactivos.

20) Que con arreglo a lo expresado en los conside-

randos anteriores, corresponde hacer uso de las facultades

ordenatorias e instructorias que la ley confiere al Tribunal

(art. 32, ley 25.675), a fin de proteger efectivamente el

interés general.

Por ello se resuelve:

I. No hacer lugar a la acumulación objetiva de preten-

siones según el alcance precisado en el considerando 6°.

II. Declarar la competencia originaria del Tribunal con

respecto a las pretensiones concernientes a la prevención,

recomposición y el resarcimiento del daño colectivo indivi-

dualizadas en el punto 7 del escrito de demanda.

III. Declarar la incompetencia de esta Corte para conocer

en su instancia originaria con respecto a la demanda por el

resarcimiento de los daños y perjuicios individuales re-

clamados en el punto 6. del escrito de demanda.

IV. Requerir a las empresas demandadas para que en el

plazo de treinta días informen sobre los siguientes puntos

1. Líquidos que arrojan al río, su volumen, cantidad y
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descripción.

2. Si existen sistemas de tratamiento de los residuos;

3. Si tienen seguros contratados en los términos del art.

22 de la ley 25.675. (art. 22: Toda persona física o jurídica,

pública o privada, que realice actividades riesgosas para el

ambiente, los ecosistemas y sus elementos constitutivos,

deberá contratar un seguro de cobertura con entidad suficiente

para garantizar el financiamiento de la recomposición del daño

que en su tipo pudiere producir; asimismo, según el caso y las

posibilidades, podrá integrar un fondo de restauración

ambiental que posibilite la instrumentación de acciones de

reparación".

V. Requerir al Estado Nacional, a la Provincia de Buenos

Aires, a la ciudad de Buenos Aires y al Cofema para que en el

plazo de treinta días y en los términos de la ley 25.675:

Presenten un plan integrado (art. 5: Los distintos nive-

les de gobierno integrarán en todas sus decisiones y activi-

dades previsiones de carácter ambiental, tendientes a asegurar

el cumplimiento de los principios enunciados en la presente

ley" basado en el principio de progresividad (art. 4) el que

prevé que los objetivos ambientales deberán ser logrados en

forma gradual, a través de metas interinas y finales

proyectadas en un cronograma temporal. Dicho plan deberá con-

templar:

1. Un ordenamiento ambiental del territorio (arts. 8, 9 y

10).

2. El control sobre el desarrollo de las actividades

antrópicas (art. 10) "teniendo en cuenta los aspectos políti-

cos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos,

jurídicos y ecológicos de la realidad local, regional y na-

cional, deberá asegurar el uso ambientalmente adecuado de los

recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y uti-
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lización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima

degradación y desaprovechamiento y, promover la participación

social en las decisiones fundamentales del desarrollo susten-

table".

3. Estudio de impacto ambiental de las cuarenta y cuatro

empresas involucradas, y si no los tuviera, los requerirá en

forma inmediata.

4. Un programa de educación ambiental (art. 14: La edu-

cación ambiental constituye el instrumento básico para generar

en los ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes que

sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la

preservación de los recursos naturales y su utilización sos-

tenible, y mejoren la calidad de vida de la población).

5. Un programa de información ambiental pública a todo el

que la requiera, especialmente los ciudadanos del área

territorial involucrada (art. 16: "Las personas físicas y

jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la in-

formación que esté relacionada con la calidad ambiental y

referida a las actividades que desarrollan. Todo habitante

podrá obtener de las autoridades la información ambiental que

administren y que no se encuentre contemplada legalmente como

reservada." (art. 18: "Las autoridades serán responsables de

informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos

que sobre el puedan provocar las actividades antrópicas ac-

tuales y proyectadas. El Poder Ejecutivo, a través de los

organismos competentes, elaborará un informe anual sobre la

situación ambiental del país que presentará al Congreso de la

Nación. El referido informe contendrá un análisis y evaluación

sobre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo

ecológico, económico, social y cultural de todo el territorio

nacional".

VI. Convocar a una audiencia pública a realizarse en la
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sede de esta Corte el día 5 de septiembre de 2006 a las once,

en la cual las partes deberán informar en forma oral y pública

al Tribunal sobre el contenido de lo solicitado en el punto

anterior.

VII. Hacer saber a la actora que deberá aportar a su

escrito de demanda, en el plazo de treinta días, la informa-

ción requerida según el alcance establecido en el considerando

19.

VIII. Diferir hasta que se cumpla con el recaudo señalado

y la celebración de la audiencia el tratamiento y decisión de

las medidas cautelares requeridas.

IX. Hacer saber a las demandadas que la información re-

querida en los puntos precedentes deberán acompañarla también

en soporte informático. Notifíquese. ENRIQUE SANTIAGO PETRAC-

CHI - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS S. FAYT (según su

voto)- JUAN CARLOS MAQUEDA - RICARDO LUIS LORENZETTI - CARMEN

M. ARGIBAY.

ES COPIA

VO-//-
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-//-TO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que el infrascripto coincide con los considerandos

del 1° al 7° del proyecto de la mayoría.

Considerando:

8°) Que esa declaración no comprende a la pretensión

que tiene por objeto la indemnización de los daños indi-

viduales que los demandantes invocan sufrir en sus derechos

patrimoniales y extrapatrimioniales.

Ello es así porque en el caso se encuentra en juego

el poder de policía de salubridad o medio ambiente, al que

resultan aplicables idénticas conclusiones que las expuestas

por este Tribunal en materia del nacimiento de responsabilidad

por el ejercicio del poder de policía de seguridad.

En consecuencia, el ejercicio aun deficiente de ese

poder de policía que corresponde al Estado Co, en su caso, a

las provinciasC, no resulta suficiente para atribuirle res-

ponsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o

dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razo-

nable pretender que su responsabilidad general en orden a la

prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal

extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con

motivo de hechos extraños a su intervención directa (Fallos:

312:2138; causa C.712.XL. "Córdoba, Ramona Ana Remigia y otro

c/ Buenos Aires, Provincia de s/ beneficio de litigar sin

gastos", del 22 de marzo de 2005 y sus citas.

9°) Que ello excluye el carácter de parte sustancial

de los estados demandados en este aspecto del reclamo, lo que

determina que este último sea ajeno a la competencia

originaria del Tribunal (Fallos: 316:604, entre muchísimos

otros).
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10) Que en virtud de lo expresado, la presente causa

tendrá por objeto exclusivo la tutela del bien colectivo. En

tal sentido, tiene una prioridad absoluta la prevención del

daño futuro, ya que Csegún se alegaC en el presente se trata

de actos continuados que seguirán produciendo contaminación.

En segundo lugar, debe perseguirse la recomposición de la

polución ambiental ya causada conforme a los mecanismos que la

ley prevé, y finalmente, para el supuesto de daños

irreversibles, se tratará del resarcimiento.

La tutela del ambiente importa el cumplimiento de

los deberes que cada uno de los ciudadanos tienen respecto del

cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna,

de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son

el correlato que esos mismos ciudadanos tienen a disfrutar de

un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras,

porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo

está causando a sí mismo. La mejora o degradación del ambiente

beneficia o perjudica a toda la población, porque es un bien

que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí

deriva la particular energía con que los jueces deben actuar

para hacer efectivos estos mandatos constitucionales.

11) Que para la prosecución de estos objetos proce-

sales, no existe la información adecuada, ya que la demanda no

informa al tribunal aspectos esenciales sobre la cuestión

litigiosa. El escrito introductorio tampoco se basa en estu-

dios actualizados, ya que se remite a publicaciones periodís-

ticas o a informes presentados por diversos organismos hace

varios años. En cuanto al bien que la demanda denomina "re-

versible", se pretende la creación de un fondo público que

ascienda, como mínimo, a quinientos millones de dólares, para

atender a la recomposición del ambiente y la satisfacción de

las indemnizaciones. Sin embargo, no se aporta ningún elemento
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serio que permita fundar esa decisión por parte de esta Corte

Suprema. En cuanto al bien que denomina "irreversible" las

demandantes peticionan el pago de una suma de dinero en

concepto de daño moral colectivo. Se pretende darle una fina-

lidad satisfactiva y se pide una obra que implique un disfrute

para la comunidad, pero no se aporta ningún elemento que

permita identificar cuál sería esa obra y cuáles sus benefi-

cios satisfactivos.

12) Que con arreglo a lo expresado en los conside-

randos anteriores, corresponde hacer uso de las facultades

ordenatorias e instructorias que la ley confiere al Tribunal

(art. 32, ley 25.675), a fin de proteger efectivamente el

interés general.

Por ello se resuelve:

I. No hacer lugar a la acumulación objetiva de preten-

siones según el alcance precisado en el considerando 6°.

II. Declarar la competencia originaria del Tribunal con

respecto a las pretensiones concernientes a la prevención,

recomposición y el resarcimiento del daño colectivo indivi-

dualizadas en el punto 7 del escrito de demanda.

III. Declarar la incompetencia de esta Corte para conocer

en su instancia originaria con respecto a la demanda por el

resarcimiento de los daños y perjuicios individuales re-

clamados en el punto 6. del escrito de demanda.

IV. Requerir a las empresas demandadas para que en el

plazo de treinta días informen sobre los siguientes puntos

1. Líquidos que arrojan al río, su volumen, cantidad y

descripción.

2. Si existen sistemas de tratamiento de los residuos;

3. Si tienen seguros contratados en los términos del art.

22 de la ley 25.675. (art. 22: Toda persona física o jurídica,

pública o privada, que realice actividades riesgosas para el
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ambiente, los ecosistemas y sus elementos constitutivos,

deberá contratar un seguro de cobertura con entidad suficiente

para garantizar el financiamiento de la recomposición del daño

que en su tipo pudiere producir; asimismo, según el caso y las

posibilidades, podrá integrar un fondo de restauración

ambiental que posibilite la instrumentación de acciones de

reparación".

V. Requerir al Estado Nacional, a la Provincia de Buenos

Aires, a la ciudad de Buenos Aires y al Cofema para que en el

plazo de treinta días y en los términos de la ley 25.675:

Presenten un plan integrado (art. 5: Los distintos nive-

les de gobierno integrarán en todas sus decisiones y activi-

dades previsiones de carácter ambiental, tendientes a asegurar

el cumplimiento de los principios enunciados en la presente

ley" basado en el principio de progresividad (art. 4) el que

prevé que los objetivos ambientales deberán ser logrados en

forma gradual, a través de metas interinas y finales

proyectadas en un cronograma temporal. Dicho plan deberá con-

templar:

1. Un ordenamiento ambiental del territorio (arts. 8, 9 y

10).

2. El control sobre el desarrollo de las actividades

antrópicas (art. 10) "teniendo en cuenta los aspectos políti-

cos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos,

jurídicos y ecológicos de la realidad local, regional y na-

cional, deberá asegurar el uso ambientalmente adecuado de los

recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y uti-

lización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima

degradación y desaprovechamiento y, promover la participación

social en las decisiones fundamentales del desarrollo susten-

table".

3. Estudio de impacto ambiental de las cuarenta y cuatro
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empresas involucradas, y si no los tuviera, los requerirá en

forma inmediata.

4. Un programa de educación ambiental (art. 14: La edu-

cación ambiental constituye el instrumento básico para generar

en los ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes que

sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la

preservación de los recursos naturales y su utilización sos-

tenible, y mejoren la calidad de vida de la población).

5. Un programa de información ambiental pública a todo el

que la requiera, especialmente los ciudadanos del área

territorial involucrada (art. 16: "Las personas físicas y

jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la in-

formación que esté relacionada con la calidad ambiental y

referida a las actividades que desarrollan. Todo habitante

podrá obtener de las autoridades la información ambiental que

administren y que no se encuentre contemplada legalmente como

reservada." (art. 18: "Las autoridades serán responsables de

informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos

que sobre el puedan provocar las actividades antrópicas ac-

tuales y proyectadas. El Poder Ejecutivo, a través de los

organismos competentes, elaborará un informe anual sobre la

situación ambiental del país que presentará al Congreso de la

Nación. El referido informe contendrá un análisis y evaluación

sobre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo

ecológico, económico, social y cultural de todo el territorio

nacional".

VI. Convocar a una audiencia pública a realizarse en la

sede de esta Corte el día 5 de septiembre de 2006 a las once,

en la cual las partes deberán informar en forma oral y pública

al Tribunal sobre el contenido de lo solicitado en el punto

anterior.

VII. Hacer saber a la actora que deberá aportar a su
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escrito de demanda, en el plazo de treinta días, la informa-

ción requerida según el alcance establecido en el considerando

11.

VIII. Diferir hasta que se cumpla con el recaudo señalado

y la celebración de la audiencia el tratamiento y decisión de

las medidas cautelares requeridas.

IX. Hacer saber a las demandadas que la información re-

querida en los puntos precedentes deberán acompañarla también

en soporte informático. Notifíquese. CARLOS S. FAYT.

ES COPIA

Profesionales intervinientes: Los actores individualizados a fs. 14, representados
por Miguel Araya, Daniel Eduardo Salaberry, Santiago Andrés Kaplun, y asistidos por
los doctores Jorge Mosset Iturraspe y Horacio Rodolfo Belossi
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Buenos Aires, 8 de julio de 2008

Autos y Vistos:

1°) Que ante la presentación efectuada a fs. 14/108

por diecisiete personas ejerciendo derechos propios, y algunos

de ellos también en representación de sus hijos menores, en su

condición de damnificados por la contaminación ambiental

causada por la cuenca hídrica Matanza-Riachuelo, promoviendo

demanda por las diversas pretensiones que especifican contra

el Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires, el Gobierno

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las cuarenta y cuatro

empresas que allí se indican, esta Corte dictó la resolución

del 20 de junio de 2006, que obra agregada a fs. 183/195 y

201, mediante la cual adoptó diversos pronunciamientos que, en

cuanto interesa a los fines de la presente, consistieron en:

a) Declarar la incompetencia del Tribunal para co-

nocer en su jurisdicción originaria con respecto a la recla-

mación que tenía por objeto el resarcimiento de la lesión

sufrida en bienes individuales por parte de los demandantes

que invocaban la causación de daños a la persona y al patri-

monio ocasionados como consecuencia indirecta de la agresión

al ambiente (punto 6; fs. 56 vta./75; considerandos 8° a 17).

b) Admitir la radicación del asunto ante esta sede

reglada por el art. 117 de la Constitución Nacional, por tra-

tarse de la contaminación de recursos ambientales interjuris-

diccionales y ser partes el Estado Nacional y la Provincia de

Buenos Aires, con respecto a la pretensión que, como legiti-

mados extraordinarios en los términos reglados por los arts.

41 y 43 de la Ley Fundamental y el art. 30 de la ley 25.675,

tiene por objeto la defensa del bien de incidencia colectiva

Cde uso común e indivisibleC configurado por el ambiente (fs.

75/76), tutela que se persigue mediante la prevención, la

recomposición y, por último, por el resarcimiento del daño
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colectivo según el art. 28 de la ley citada (considerando 7°).

c) Poner en ejercicio las facultades ordenatorias e

instructorias reconocidas por la ley al Tribunal a fin de

proteger el interés general y, en consecuencia:

I.- Requerir a las empresas demandadas información

sobre los desechos y residuos de toda naturaleza que arrojan

al río; si cuentan con sistemas de tratamiento de dichos re-

siduos; y si tienen seguros contratados en los términos del

art. 22 de la ley 25.675.

II.- Ordenar al Estado Nacional, a la Provincia de

Buenos Aires, a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y al CoFeMa

para que presenten un plan integrado que contemple un or-

denamiento ambiental del territorio, el control sobre las

actividades antrópicas, el estudio sobre el impacto ambiental

de las empresas demandadas, un programa de educación ambiental

y un programa de información ambiental.

III.- Convocar a una audiencia pública a realizarse

en la sede del Tribunal a fin de que las partes informen en

forma oral y pública sobre el contenido de la información

solicitada.

IV.- Intimar a la parte actora a fin de que, por un

lado, aporte a su demanda información adecuada y actualizada

sobre aspectos esenciales de la cuestión litigiosa; y además,

para que precise los fundamentos de su reclamación atinente al

daño reversible y aporte los elementos necesarios para

identificar la obra que, a su entender, cumpla una finalidad

satisfactoria con respecto al daño irreversible.

2°) Que después de que el Tribunal desestimara la

intervención requerida por el Defensor del Pueblo de la Nación

como Amicus Curiae (fs. 182), a fs. 316/336 se presentó

nuevamente dicha autoridad invocando su legitimación procesal

con arreglo a lo dispuesto en el art. 86 de la Constitución
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Nacional y en el art. 30 de la ley 25.675, y de conformidad

con el art. 41 de la Ley Suprema solicitó tomar intervención

en el proceso en calidad de parte a fin de que se condenase a

las demandadas que individualizó. Peticionó que se arbitren la

totalidad de las acciones necesarias que conduzcan al cese de

la actividad contaminante y a la recomposición del ambiente

dañado.

Esta Corte hizo lugar parcialmente a la petición en

su pronunciamiento del 24 de agosto de 2006, pues Csobre la

base de las facultades ordenatorias establecidas en el art. 32

de la ley 25.675 y tras señalar que el presentante no estaba

facultado para alterar el contenido objetivo y subjetivo dado

por los demandantes a su pretensiónC admitió su participación

como tercero interesado en los términos del ordenamiento

citado y de acuerdo con lo previsto en el art. 90 del Código

Procesal Civil y Comercial de la Nación (fs. 356/358).

3°) Que a fs. 395/586 se presentaron espontáneamente

diversas organizaciones con apoyo en la legitimación que les

confieren los textos constitucionales e infraconstitucionales

que citan para tomar intervención como terceros en los

términos del art. 90 del Código Procesal Civil y Comercial de

la Nación (arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional y 30 de

la ley 25.675). Expresaron que el objeto perseguido es que se

condene a las demandadas a llevar a cabo, entre otros manda-

tos, las acciones necesarias para el inmediato cese de la

actividad contaminante y la recomposición del daño ambiental

colectivo existente en el área de la Cuenca Matanza-Riachuelo.

El Tribunal, en su pronunciamiento del 30 de agosto

de 2006, agregado a fs. 592/594, hizo lugar parcialmente a la

intervención como terceros requerida por las siete entidades

peticionarias, admitiéndola sólo con respecto a Fundación

Ambiente y Recursos Naturales; Fundación Greenpeace Argentina;
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Centro de Estudios Legales y Sociales y Asociación Vecinos de

La Boca. Consideró que la aptitud reconocida a las

organizaciones mencionadas encontraba sustento en los fines

previstos en sus respectivos estatutos asociativos. De esta

manera su accionar no se daba en el marco del interés general

y difuso relacionado con el cumplimiento de la Constitución

Nacional y las leyes, sino teniendo en mira los intereses

legítimos de estas organizaciones tendientes a la preservación

de un derecho de incidencia colectiva como el derecho a un

ambiente sano. En cuanto a la naturaleza de la intervención

admitida y al alcance de las facultades de estos sujetos

procesales, se remitió a lo decidido con respecto a la parti-

cipación del Defensor del Pueblo de la Nación en la sentencia

del 24 de agosto, recordado en el considerando anterior.

Asimismo, en esa resolución, la Corte tuvo presente

las aclaraciones que habían efectuado los demandantes a fs.

386/393 tanto sobre el fundamento de sus reclamaciones como

acerca del objeto demandado en relación con la reparación del

daño moral colectivo. Por otro lado, se reservó en Secretaría

un informe que había presentado espontáneamente en la causa la

Auditoría General de la Nación, en el cual se analizaba desde

diversas ópticas la problemática ambiental de la cuenca

Matanza-Riachuelo (fs. 587/590). Por último, aprobó un regla-

mento para la celebración de la audiencia informativa que fue

convocada mediante la resolución del 20 de junio de ese año.

4°) Que en una presentación conjunta efectuada el 24

de agosto de 2006, el Estado Nacional, la Provincia de Buenos

Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el CoFeMa

invocaron contestar el requerimiento efectuado por el Tribunal

en su decisión del 20 de junio. Además de señalar el consenso

existente entre los tres estamentos estatales sobre la

dimensión estructural del problema y la pertinente decisión de
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que se aúnen los esfuerzos para llegar a su solución y, en

especial, la trascendencia que el Gobierno Nacional ha otor-

gado a la problemática ambiental hasta darle la entidad de

cuestión de Estado, acompañaron el Plan Integral para el sa-

neamiento de la Cuenca Matanza-Riachuelo. Asimismo, describen

los aspectos principales de este programa, su contenido polí-

tico e institucional, lo concerniente al saneamiento y al

aspecto social, exponen sobre las evaluaciones del impacto

ambiental requeridas, realizan las consideraciones finales y

acompañan la documentación conducente (fs. 372/379).

5°) Que con anterioridad a la audiencia convocada por

la resolución del 20 de junio mencionada ut supra, presentaron

los informes escritos requeridos las demandadas SORIALCO

S.A.C.I.F., FÁBRICA JUSTO S.A.I. y C., CURTIDURÍA A. GAITA

S.R.L., TRI-ECO S.A., SOLVAY INDUPA S.A.I.C., RASIC HNOS.

S.A., SHELL COMPAÑÍA ARGENTINA DE PETRÓLEO SOCIEDAD ANÓNIMA,

ANTIVARI S.A.C.I., S.A. LUPPI HERMANOS Y COMPAÑÍA LIMITADA

CURTIDURíA Y ANEXO, SULFARGEN S.A., DOW QUÍMICA ARGENTINA

S.A., QUÍMICA TRUE S.A., CENTRAL DOCK SUD S.A., MATERIA HNOS.

S.A.C.I. y F., SADESA S.A., COTO CENTRO INTEGRAL DE

COMERCIALIZACIÓN S.A., YPF S.A., CURTIEMBRE ÁNGEL GIORDANO

S.R.L., CURTIEMBRE FRANCISCO URCIUOLI E HIJOS S.A., PETROBRAS

ENERGÍA S.A., ORVOL S.A., MERANOL S.A.C.I., MOLINOS RÍO DE LA

PLATA S.A., ODFJELL TERMINALS TAGSA S.A., SEATANK (BUENOS

AIRES) SOCIEDAD ANÓNIMA, DANONE ARGENTINA S.A., FRIGORÍFICO

REGIONAL GENERAL LAS HERAS S.A., PRODUCTORES DE ALCOHOL DE

MELAZA S.A. (PAMSA), DESTILERÍA ARGENTINA DE PETRÓLEO S.A.

(DAPSA), DAIMLERCHRYSLER ARGENTINA SOCIEDAD ANÓNIMA FINANCIERA

INDUSTRIAL COMERCIAL INMOBILIARIA Y DE MANDATOS, CERVECERÍA Y

MALTERÍA QUILMES S.A.I.C.A. CBUENOS AIRES EMBOTELLADORA S.A.C

CERVECERÍA BIECKERT S.A., C.O.V.Y.C. S.A., PETROLERA DEL CONO

SUR S.A., PETRO RÍO COMPAÑÍA PETROLERA S.A., AGUAS Y
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SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A. EN FORMACIÓN (AySA) y TRATAMIENTO

DE EFLUENTES AVELLANEDA S.A. (TEA S.A.). Estos informes fueron

reservados en Secretaría, formándose cuadernos por separado

que fueron enumerados según el orden cronológico de su

presentación.

6°) Que el 5 de septiembre de 2006 el Tribunal dio

comienzo a la audiencia fijada. En dicha fecha, la demandante

efectuó un informe sobre el contenido y fundamentos de su

pretensión. Por su lado, la secretaria de Ambiente y Desarro-

llo Sustentable de la Nación, en representación de los Estados

demandados, expuso lo concerniente al Plan Integral de

Saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo y fue ulteriormente

interrogada por los miembros de esta Corte sobre diversos

aspectos de dicho programa (fs. 740). La versión taquigráfica

de dicha audiencia obra agregada a fs. 870/884. Asimismo y a

raíz de un requerimiento efectuado en dicho acto por el Tri-

bunal, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires acompañó un informe

elaborado por una de sus agencias acerca de los planes de

acción existentes en materia de salud (fs. 861), comporta-

miento que también siguió la agencia federal indicada am-

pliando su informe originario con particular referencia a los

aspectos sanitarios, plazos y cronogramas en materia de obras

públicas y mecanismos de control y participación (fs.

953/955); y que igualmente llevó a cabo la Dirección General

de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires (fs.

957/958, punto 16).

El 12 de septiembre continuó la audiencia, oportu-

nidad en que expusieron los representantes de las empresas,

reproduciendo en forma verbal el informe encomendado, quienes

además fueron interrogados por el Tribunal. El Defensor del

Pueblo de la Nación y los representantes de los terceros in-

teresados que se integraron al frente activo también presen-
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taron de modo verbal sus respectivos informes (acta de fs.

865). La versión taquigráfica de todo lo actuado quedó glosada

a fs. 885/907.

En respuesta al requerimiento formulado en la au-

diencia por esta Corte, ampliaron sus informes las emplazadas

ANTIVARI S.A., SHELL COMPAÑÍA ARGENTINA DE PETRÓLEO S.A.,

CURTIDURÍA A. GAITA S.R.L., FÁBRICA JUSTO S.A.I. y C., DESTI-

LERÍA ARGENTINA DE PETRÓLEO S.A. (DAPSA), SULFARGEN S.A.,

CURTIEMBRE FRANCISCO URCIUOLI E HIJOS S.A., CURTIEMBRE ÁNGEL

GIORDANO S.R.L., ORVOL S.A. y MATERIA HNOS. S.A. (fs.

957/958).

Por otro lado, ante la invitación del Tribunal for-

mulada en función de los informes verbales presentados en la

audiencia, tres de las organizaciones no gubernamentales que

intervienen como terceros ampliaron los términos de sus res-

pectivas presentaciones y pretensiones originarias, e incor-

poraron nuevos fundamentos (fs. 925/952).

Los actores, por último, ampliaron la reclamación

contra los catorce municipios en que se extiende la cuenca

hídrica Matanza-Riachuelo (Almirante Brown, Avellaneda, Ca-

ñuelas, Esteban Echeverría, Ezeiza, Gral. Las Heras, La Ma-

tanza, Lanús, Lomas de Zamora, Marcos Paz, Merlo, Morón, Pte.

Perón, y San Vicente) y contra la CEAMSE (Coordinación

Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado) (fs.

975/978).

7°) Que mediante el pronunciamiento del 6 de febrero

de 2007 este Tribunal ordenó al Estado Nacional, a la Pro-

vincia de Buenos Aires y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

que Crespecto del Plan Integral para el Saneamiento de la

Cuenca Matanza-Riachuelo presentado en la causaC informen

sobre las medidas de toda naturaleza adoptadas y cumplidas en

materia de prevención, recomposición y auditoría ambiental,
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así como las atinentes a la evaluación del impacto ambiental

respecto de las empresas demandadas. Por último, se requirió

tomar conocimiento de las acciones llevadas a cabo relativas

al sector industrial, poblacional y a la atención y prevención

en materia de salud. A tal fin, se fijó una nueva audiencia

pública para el 20 de febrero de 2007 (fs. 979).

En dicha oportunidad, la secretaria de Ambiente y

Desarrollo Sustentable de la Nación realizó el informe orde-

nado, contestó diversos requerimientos efectuados por esta

Corte (fs. 1042; versión taquigráfica de fs. 1057/1067) y

acompañó finalmente la documentación que, según invocó, res-

paldaba los diversos ejes del plan de acción encomendado (fs.

1042/1043, 1100 y 1113).

8°) Que el 23 de febrero de 2007 el Tribunal, tras

subrayar que carecía de los elementos cognoscitivos necesarios

para dictar el pronunciamiento que en aquel grado de

desarrollo del proceso correspondía tener, ejerciendo nueva-

mente sus facultades instructorias y ordenatorias, ordenó la

intervención de la Universidad de Buenos Aires. Ello, a fin de

que con la actuación de sus profesionales con antecedentes y

conocimientos necesarios y apropiados respecto de las diversas

temáticas involucradas, procediesen a informar sobre la

factibilidad del plan presentado en la causa por las auto-

ridades estatales, según lo encomendado el 20 de junio de 2006

(fs. 1047).

9°) Que el 20 de marzo de 2007 el Tribunal dictó un

pronunciamiento frente a la pretensión formulada por una or-

ganización no gubernamental Ccuyo estatuto asociativo reconoce

como uno de sus objetivos la preservación de un ambiente sano

y equilibradoC para intervenir en la causa en condición de

tercero, y a la demanda promovida por otro grupo de habitantes

en las tierras linderas a la desembocadura del Riachuelo para
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que se adopte una medida autónoma y autosatisfactiva de

naturaleza análoga a la reclamada por los demandantes

originarios (fs. 1104/1108).

Por esta resolución se admitió la intervención como

terceros interesados de la Asociación Ciudadana por los Dere-

chos Humanos, con el alcance definido en la resolución de fs.

592/594 para las otras agrupaciones cuya participación se

había admitido; se denegó la intervención autónoma solicitada

por los sujetos presentantes en la causa V.625.XLII AVerga,

Ángela y otros c/ Estado Nacional y otros s/ medida cautelar@,

y se hizo lugar a la actuación de dichos peticionarios como

terceros interesados. Por otro lado, tras destacar que en la

litis se encontraba suficientemente representada la condición

de afectados y/o interesados en cuanto al daño colectivo con

los sujetos que tomaron intervención, y que debían adoptarse

las medidas ordenatorias que impidieran planteos dilatorios

que frustraran la apropiada decisión del caso en un proceso de

inusitada trascendencia en que se ejercía la misión

jurisdiccional más elevada de la Corte Suprema, se declaró

definitivamente integrado el frente activo con los demandantes

y los terceros cuya actuación había sido admitida, a la par

que se previno que no haría lugar a ninguna petición de

cualquier sujeto que pretendiese incorporarse en tal condición

a estas actuaciones.

10) Que ante la presentación por parte de la Uni-

versidad de Buenos Aires del informe encomendado (fs. 1180),

el Tribunal hizo uso nuevamente de sus atribuciones reconoci-

das en el art. 32 de la ley 25.675 y en el art. 36 del orde-

namiento procesal, a cuyo fin ordenó la celebración de una

audiencia pública para que las partes y los terceros intervi-

nientes expresasen oralmente las observaciones que estimaran

conducentes con respecto al Plan Integral para el Saneamiento
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de la Cuenca Matanza-Riachuelo presentado; así como que tam-

bién lo hicieran con relación al informe formulado por la

Universidad de Buenos Aires sobre la factibilidad de aquél,

acompañándose la prueba de que intentaren valerse para el caso

en que se pretendiese impugnar los aspectos científicos de ese

dictamen (resolución de fs. 1181, del 12 de junio de 2007).

11) Que dicha audiencia dio comienzo el 4 de julio

de 2007, oportunidad en que la secretaria de Ambiente y Desa-

rrollo Sustentable de la Nación en representación del Estado

Nacional, de la Provincia de Buenos Aires y de la Ciudad Au-

tónoma de Buenos Aires, el Defensor del Pueblo de la Nación,

los representantes de algunas de las organizaciones no guber-

namentales que intervienen como terceros interesados y los

mandatarios de las partes demandadas que optaron por hacer uso

de las facultades impugnatorias establecidas en la sentencia

en la cual se convocó a esa audiencia realizaron sus

exposiciones (acta de fs. 1387). La versión taquigráfica de

los informes verbales está agregada a fs. 1401/1421. Los ex-

positores por la representación estatal y por la Defensoría

del Pueblo acompañaron también una síntesis escrita de sus

informes verbales (fs. 1377/1382 y 1383/1386).

El Tribunal dispuso pasar a un cuarto intermedio

hasta el día siguiente, precisando que se procedía de ese modo

con la finalidad de interrogar y requerir en la audiencia al

Estado Nacional, a la Provincia de Buenos Aires y a la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires sobre cuestiones concernientes al

Plan Integral, para lo cual se instruyó a las representaciones

respectivas que acompañen a la causa toda la información

complementaria con que contasen, como documentación, elementos

adicionales atinentes a los aspectos institucionales, de

salud, presupuestarios, impacto ambiental, poblacionales, de

ordenamiento territorial (fs. 1387 vta./ 1388). La versión
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taquigráfica de las respuestas dadas por la representación

estatal a los diversos requerimientos efectuados por los

integrantes de esta Corte durante la audiencia celebrada el 5

de julio obra agregada a fs. 1422/1439.

12) Que el 22 de agosto de 2007 el Tribunal adoptó

las decisiones que se detallan a continuación (fs. 1442/

1447).

Por un lado, y sobre la base del resultado de las

audiencias llevadas a cabo y del informe presentado por los

expertos de la Universidad de Buenos Aires, se advirtió que

para poder avanzar en la causa en lo relacionado con la pre-

vención y recomposición era necesario ordenar la recolección

de información precisa, actualizada, pública y accesible. Por

ello se impuso a la Autoridad de Cuenca y a la representación

de los tres Estados demandados la obligación de informar sobre

el estado del agua, el aire y las napas subterráneas;

acompañar un listado de las industrias existentes en la cuenca

que realicen actividades contaminantes con los diversos datos

allí especificados; la memoria de las reuniones llevadas a

cabo por la autoridad de cuenca así como otras actividades de

dicha agencia; informes acerca de los traslados poblacionales

y de empresas; proyectos sobre el polo petroquímico de Dock

Sud; utilización de créditos verdes; saneamientos de

basurales; limpieza de márgenes del río; expansión de la red

de agua potable tanto en lo que atañe a las obras en ejecución

como a las proyectadas; desagües pluviales; saneamiento

cloacal; estado de avance de las obras, factibilidad de sus

plazos, costos definitivos, y financiamiento, respecto de

todas las obras; información complementaria sobre el plan

sanitario de emergencia.

Por otra parte, se dispuso correr traslado de la

demanda. En atención a las características excepcionales de



-12-

este proceso colectivo, se establecieron normas específicas

relacionadas con el emplazamiento y las contestaciones res-

pectivas. Entre las reglas dispuestas, cabe destacar la que

impuso un plazo excepcional y de carácter común para todos los

emplazados. En igual sentido, la disposición que, con el

objeto de evitar dilaciones injustificadas, previno que no se

daría curso como excepción previa a ninguna defensa de esa

naturaleza; y, esencialmente, la destinada a profundizar la

publicidad del proceso al imponer que la contestación de de-

manda, además de su habitual instrumentación por escrito,

fuera sintetizada mediante un informe verbal que se llevaría a

cabo en una audiencia pública, fijada por el Tribunal a ese

exclusivo objeto.

13) Que a fs. 1578/1579 tomó intervención el Defen-

sor Oficial ante esta Corte asumiendo en los términos de los

arts. 59 del Código Civil y 54 de la ley 24.946 la represen-

tación de los menores que actúan en esta causa como damnifi-

cados e integrantes del frente activo.

14) Que los Estados demandados presentaron los in-

formes encomendados (fs. 1617/1618 y 1738), que fueron ulte-

riormente ampliados por la Autoridad de Cuenca (fs. 1905).

En la audiencia llevada a cabo durante los días 28,

29 y 30 de noviembre de 2007 contestaron la demanda las si-

guientes emplazadas: Estado Nacional CSecretaría de Ambiente y

Desarrollo Sustentable de la NaciónC; Provincia de Buenos

Aires; Ciudad Autónoma de Buenos Aires; Municipalidades de

Almirante Brown, Avellaneda, Cañuelas, Esteban Echeverría,

Ezeiza, Gral. Las Heras, La Matanza, Lanús, Lomas de Zamora,

Marcos Paz, Merlo, Morón, Presidente Perón y San Vicente;

Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado

(CEAMSE); Aguas Argentinas S.A.; Antivari S.A.C.I.; AYSA S.A.;

Central Dock Sud S.A.; Cervecería y Maltería Quilmes
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S.A.I.C.A. y G.; Coto C.I.C.S.A.; Curtiduría A. Gaita S.R.L.;

Curtiembre Ángel Giordano S.R.L.; Curtiembre Francisco Ur-

ciuoli e Hijos S.A.; DaimlerChrysler Argentina S.A.C.I.F.

I.M.; Danone Argentina S.A.; Dapsa S.A.; Dow Química Argen-

tina S.A.; Fábrica Justo S.A.I.C.; Frigorífico Regional Gral.

Las Heras S.A.; Materia Hermanos S.A.C.I.; Meranol S.A.C.I.;

Molinos Río de la Plata S.A.; ODFJELL Terminals Tagsa S.A.;

Orvol S.A.; Pamsa (Productores de Alcohol de Melaza

S.A.); Petrobras Energía S.A.; Petrolera del Cono Sur S.A.;

Petro Río Compañía Petrolera S.A.; Química True S.A.C.I.F.;

Rasic Hnos. S.A.; Sadesa S.A.; SEATANK (BUENOS AIRES) SOCIEDAD

ANÓNIMA; Shell Capsa; Solvay Indupa S.A.I.C.; Sulfargen S.A.;

Tri-Eco S.A.; e YPF S.A.

La versión taquigráfica de las exposiciones sinóp-

ticas realizadas oralmente por las comparecientes obra agre-

gada a fs. 1913/1963. Con los escritos respectivos se conformó

un legajo individual por cada contestación a fin de evitar

interferencias injustificadas en los trámites respectivos (fs.

1903).

Por disposición del Tribunal se ordenó substanciar

con el frente activo tanto las defensas articuladas por di-

versos demandados fundadas en el defectuoso modo de proponer

la demanda, así como la documentación acompañada con cada una

de las contestaciones (fs. 1907/1908). Dicho traslado fue

respondido según las constancias agregadas a fs. 1969/1982 de

estos autos principales y en los legajos respectivos.

Considerando:

15) Que la recomposición y prevención de daños al

ambiente obliga al dictado de decisiones urgentes, definitivas

y eficaces.

De acuerdo con este principio, la presente sentencia

resuelve de modo definitivo la específica pretensión sobre
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recomposición y prevención que ha tramitado por medio de este

proceso urgente y autónomo.

El objeto decisorio se orienta hacia el futuro y

fija los criterios generales para que se cumpla efectivamente

con la finalidad indicada, pero respetando el modo en que se

concreta, lo que corresponde al ámbito de discrecionalidad de

la administración. De tal modo, el obligado al cumplimiento

deberá perseguir los resultados y cumplir los mandatos des-

criptos en los objetivos que se enuncian en la presente, que-

dando dentro de sus facultades la determinación de los proce-

dimientos para llevarlos a cabo.

Asimismo, dado el carácter definitivo de esta sen-

tencia, el proceso de ejecución debe ser delegado en un juz-

gado federal de primera instancia, a fin de garantizar la

inmediatez de las decisiones y el efectivo control jurisdic-

cional de su cumplimiento.

Como consecuencia de la decisión que se adopta, el

proceso relativo a la reparación del daño continuará ante esta

Corte puesto que no se refiere al futuro, sino a la atribución

de responsabilidades patrimoniales derivadas de conductas

adoptadas en el pasado.

La condena que se dicta consiste en un mandato de

cumplimiento obligatorio para los demandados, con las preci-

siones que surgen de los considerandos siguientes y cuyo con-

tenido es determinado por el Tribunal en uso de las atribu-

ciones que le corresponden por la Constitución y por la ley

general del ambiente. Ello es así porque la demanda no con-

tiene las precisiones suficientes, tal y como ha sido puesto

de manifiesto por esta Corte en la resolución del 20 de junio

de 2006.

Con relación al plan integral para el saneamiento de

la cuenca Matanza-Riachuelo presentado por la parte demandada
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se han realizado audiencias y dictámenes que evidencian

deficiencias que este Tribunal debe tener en cuenta. De todo

ese proceso, descripto en los considerandos anteriores, surge

que existen importantes diferencias entre las distintas ver-

siones presentadas, y que en muchos aspectos no hay una ela-

boración actualizada sino una reedición de documentos que

existían con anterioridad y que datan de varios años. También

han existido dificultades para conocer datos objetivos, pú-

blicos y mensurables sobre las distintas situaciones existen-

tes, lo cual ha sido agravado por la dispersión de las fuentes

de información y la falta de una terminología homogénea.

Por otro lado, la eficacia en la implementación

requiere de un programa que fije un comportamiento definido

con precisión técnica, la identificación de un sujeto obligado

al cumplimiento, la existencia de índices objetivos que

permitan el control periódico de sus resultados y una amplia

participación en el control.

16) Que la autoridad obligada a la ejecución del

programa, que asumirá las responsabilidades ante todo incum-

plimiento o demora en ejecutar los objetivos que se precisa-

rán, es la Autoridad de Cuenca que contempla la ley 26.168.

Ello, sin perjuicio de mantener intacta en cabeza del Estado

Nacional, de la Provincia de Buenos Aires y de la Ciudad Au-

tónoma de Buenos Aires, la responsabilidad que primariamente

les corresponde en función del asentamiento territorial de la

cuenca hídrica y de las obligaciones impuestas en materia

ambiental por disposiciones específicas de la Constitución

Nacional recordadas por esta Corte desde su primera interven-

ción en el mentado pronunciamiento del 20 de junio de 2006,

como así también de las normas superiores de carácter local

del estado bonaerense y de la ciudad autónoma demandada.

17) Que por la presente sentencia la Autoridad de
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Cuenca queda obligada a cumplir el siguiente programa:

I) Objetivos:

El programa debe perseguir tres objetivos simultá-

neos consistentes en:

1) La mejora de calidad de vida de los habi-

tantes de la cuenca;

2) La recomposición del ambiente en la cuenca

en todos sus componentes (agua, aire y suelos);

3) La prevención de daños con suficiente y

razonable grado de predicción.

Para medir el nivel de cumplimiento de esos objeti-

vos la Autoridad de Cuenca deberá adoptar alguno de los sis-

temas internacionales de medición que se encuentran disponi-

bles e informar al tribunal competente para la ejecución de

esta sentencia en un plazo de 90 (noventa) días hábiles. El

incumplimiento de la orden dentro del plazo establecido, im-

portará la aplicación de una multa diaria a cargo del presi-

dente de la Autoridad de Cuenca.

II) Información pública.

Organizar, en un plazo de 30 (treinta) días hábiles,

un sistema de información pública digital vía internet para el

público en general, que de modo concentrado, claro y

accesible, contenga todos los datos, informes, listados, cro-

nogramas, costos, etc., actualizados, que fueron solicitados

en la resolución de fecha 22 de agosto de 2007.

El incumplimiento de la orden dentro del plazo es-

tablecido, importará la aplicación de una multa diaria a cargo

del presidente de la Autoridad de Cuenca.

III) Contaminación de origen industrial.

1) la realización de inspecciones a todas las

empresas existentes en la cuenca Matanza-Riachuelo en un plazo

de 30 (treinta) días hábiles;
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2) la identificación de aquellas que se consi-

deren agentes contaminantes, mediante el dictado de la reso-

lución correspondiente;

3) la intimación a todas las empresas identi-

ficadas como agentes contaminantes que arrojan residuos, des-

cargas, emisiones a la Cuenca Matanza-Riachuelo, para que

presenten a la autoridad competente el correspondiente plan de

tratamiento, en un plazo de 30 (treinta) días hábiles contados

a partir de la fecha de la notificación de la resolución de la

Autoridad de Cuenca que se contempla en el punto anterior;

4) la consideración y decisión dentro del plazo

de 60 (sesenta) días hábiles por parte de la Autoridad de

Cuenca sobre la viabilidad y, en su caso, aprobación del plan

de tratamiento a que se refiere el punto anterior;

5) la orden para las empresas cuyo plan no haya

sido presentado o aprobado, luego de la resolución de la

Autoridad de Cuenca que así lo establezca, de cese en el ver-

tido, emisión y disposición de sustancias contaminantes que

impacten de un modo negativo en la cuenca. El dictado de la

resolución que así lo disponga no podrá exceder el plazo de

180 (ciento ochenta) días contados a partir de la presente;

6) la adopción Cpor parte de la Autoridad de

CuencaC de las medidas de clausura total o parcial y/o tras-

lado. Estará facultada para extender el plazo o proponer al-

guna otra medida cuando se acredite que existe imposibilidad

económica de pagar los costos de tratamiento o cuando exista

una situación social de gravedad;

7) la puesta en conocimiento Cpor parte de la

Autoridad de CuencaC de las líneas de créditos existentes y

disponibles para las empresas, a tales efectos;

8) la presentación en forma pública, actuali-

zada trimestralmente, del estado del agua y las napas subte-
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rráneas, además de la calidad del aire de la cuenca;

9) la presentación en forma pública, detallada

y fundada del proyecto de reconversión industrial y relocali-

zación en el marco del Acta Acuerdo del Plan de acción con-

junta para la adecuación ambiental del polo petroquímico de

Dock Sud, las empresas involucradas, población afectada, con-

venios firmados, etapas y plazos de cumplimiento;

10) la presentación en forma pública del estado

de avance y estimación de plazos de las iniciativas previstas

en el Convenio Marco Subprograma Federal de Urbanización de

Villas y Asentamientos precarios - Saneamiento de la Cuenca

Riachuelo-Matanza - Primera Etapa, del 21 de noviembre de

2006.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

IV) Saneamiento de basurales.

Respecto de la tarea de saneamiento de basurales

prevista en el Plan Integral Matanza-Riachuelo, la Autoridad

de Cuenca deberá:

1) Asegurar en un plazo de 6 (seis) meses la ejecu-

ción de:

a) las medidas necesarias para impedir que se

sigan volcando residuos en los basurales Clegales o clandes-

tinosC que serán cerrados;

b) las medidas para implementar el programa de

prevención de formación de nuevos basurales a cielo abierto

presentado ante esta Corte;

c) las medidas para erradicar las habitaciones

sobre los basurales y posteriormente impedir la instalación de

nuevas habitaciones sobre los mismos.

2) Ordenar la erradicación, limpieza y cierre en el
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plazo de 1 (un) año, de todos los basurales ilegales relevados

por la Autoridad de Cuenca.

3) Concretar el plan de Gestión Integral de los

Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU) presentado ante esta Corte,

con particular énfasis en la construcción de los centros in-

tegrales GIRSU.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

V) Limpieza de márgenes de río.

Respecto de la tarea de limpieza de márgenes del río

prevista en el Plan Integral Matanza-Riachuelo, la Autoridad

de Cuenca deberá informar en forma pública, de modo detallado

y fundado:

1) la finalización de la etapa de desratización,

limpieza y desmalezado de los cuatro sectores individualiza-

dos en el Plan Integral Cuenca Matanza-Riachuelo, incluyendo

los plazos de cumplimiento y los presupuestos involucrados;

2) el avance de las obras para transformar toda la

ribera en un área parquizada, de acuerdo a lo previsto en el

Plan Integral Cuenca Matanza-Riachuelo, incluyendo los plazos

de cumplimiento y los presupuestos involucrados.

VI) Expansión de la red de agua potable.

Respecto de la tarea de expansión de la red de agua

potable prevista en el Plan, la Autoridad de Cuenca deberá

informar públicamente, de modo detallado y fundado, sobre el

plan de ampliación de las obras de captación, tratamiento y

distribución a cargo de AySA (Aguas y Saneamientos Argentinos)

y del Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento (Enohsa),

con particular énfasis en la información relativa a las obras

que debían ser terminadas en 2007; a las obras actualmente en

ejecución; al inicio de la ejecución de las obras de expansión
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de la red de agua potable en el período 2008/2015. En todos

los casos deberán incluirse los plazos de cumplimiento y los

presupuestos involucrados.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

VII) Desagües pluviales.

Respecto de la tarea de desagües pluviales prevista

en el Plan Integral Matanza-Riachuelo, la Autoridad de Cuenca

deberá informar públicamente, de modo detallado y fundado,

sobre el plan de obras de desagües pluviales, con particular

énfasis en la información relativa a las obras que debían ser

terminadas en 2007; a las obras actualmente en ejecución; y al

inicio de la ejecución de las obras para expandir la red de

desagües pluviales en el período 2008/2015. En todos los

casos, deberán incluirse los plazos de cumplimiento y los

presupuestos involucrados.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

VIII) Saneamiento cloacal.

Respecto de la tarea de saneamiento cloacal prevista

en el Plan Integral Matanza-Riachuelo, la Autoridad de Cuenca

deberá informar públicamente, de modo detallado y fundado,

sobre el plan de ampliación de las obras a cargo de AySA

(Aguas y Saneamientos Argentinos) con particular énfasis en la

información relativa a las obras que debían ser terminadas en

2007; a las obras actualmente en ejecución, especialmente

sobre las previstas para la construcción de la primera etapa

de la planta depuradora Berazategui y sus emisarios, sin

perjuicio de lo que oportunamente resuelva esta Corte en las

causas M.60.XLIII; M.61.XLIII; M.72.XLIII; M. 2695.XXXIX; y
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M.2714.XXXIX "Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas

S.A."; y al inicio de la ejecución de las obras de expansión

de la red cloacal en el periodo 2008/2015, detallando las

obras contempladas en la construcción de la planta de

tratamiento denominada Capital, Ciudad Autónoma o Riachuelo y

sus emisarios. En todos los casos deberán incluirse los plazos

de cumplimiento y los presupuestos involucrados.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

IX) Plan Sanitario de Emergencia.

Atento al incumplimiento de los informes especifi-

cados a fs. 1445/1445 vta. y 1446 y teniendo en cuenta las

observaciones oportunamente formuladas por las Facultades de

Medicina y de Farmacia y Bioquímica, de la Universidad de

Buenos Aires, con referencia al aspecto sanitario del Plan

Integral de la Cuenca Matanza-Riachuelo se requiere a la Au-

toridad de Cuenca que:

1) En un plazo de 90 (noventa) días realice mapa

sociodemográfico y encuestas de factores ambientales de riesgo

a los efectos de:

a) determinar la población en situación de

riesgo;

b) elaborar un diagnóstico de base para todas

las enfermedades que permita discriminar patologías producidas

por la contaminación del aire, suelo y agua, de otras

patologías no dependientes de aquellos factores y un sistema

de seguimiento de los casos detectados para verificar la pre-

valencia y supervivencia de tales patologías;

c) elaborar un Sistema de Registro y Base de

Datos Cde acceso públicoC de las patologías detectadas en la

Cuenca;
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d) especificar las medidas de vigilancia epi-

demiológicas adoptadas en la zona de emergencia.

2) Cumplidos los requerimientos del punto 1 deberá,

en un plazo de 60 (sesenta) días elaborar y poner en ejecución

programas sanitarios específicos para satisfacer las

necesidades de la población de la Cuenca.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

18) Que más allá de lo dispuesto en la ley 26.168 y

de las atribuciones que, en cada una de las jurisdicciones

correspondientes, establecen las normas constitucionales e

infraconstitucionales de aplicación, este Tribunal considera

de la mayor trascendencia en orden al alto significado insti-

tucional que importa la transparencia en el manejo patrimonial

de la cosa pública, sindicar una autoridad responsable de esa

importante misión y Cen ese tranceC establecer que la

Auditoría General de la Nación llevará un control específico

de la asignación de fondos y de ejecución presupuestaria de

todo lo relacionado con el Plan.

Para facilitar el control público de los fondos, la

Autoridad de Cuenca deberá asignar un código de identificación

de las partidas presupuestarias que tengan relación con la

ejecución del programa.

Sin perjuicio de lo expresado, el juez encargado de

la ejecución, podrá presentar todos los cuestionamientos re-

lativos al control presupuestario y a su ejecución, que debe-

rán ser detallados y circunstanciadamente respondidos por la

Autoridad de Cuenca en un plazo de 10 (diez) días hábiles.

Asimismo, si alguno de los sujetos legitimados para observar

dicha información hiciere uso de esa facultad, la Autoridad de

Cuenca deberá citarlo a una audiencia pública que se celebrará
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en su sede dentro de los 10 (diez) días hábiles subsiguientes,

en la que ofrecerá las explicaciones concernientes a la

disconformidad formulada.

El incumplimiento de cualquiera de los plazos esta-

blecidos en cada etapa, importará la aplicación de una multa

diaria a cargo del presidente de la Autoridad de Cuenca.

19) Que es igualmente relevante fortalecer la par-

ticipación ciudadana en el control del cumplimiento del pro-

grama descripto en los considerandos anteriores.

Dicho control debe ser organizado mediante la indi-

cación de un coordinador capaz de recibir sugerencias de la

ciudadanía y darles el trámite adecuado.

Para tales fines Cen orden a la plena autonomía

funcional que se le reconoce al no recibir instrucciones de

ningún otro poder del EstadoC la designación debe recaer en el

Defensor del Pueblo de la Nación. Esta autoridad conformará un

cuerpo colegiado con los representantes de las organizaciones

no gubernamentales que intervienen en la causa en igual

carácter de terceros, coordinando su funcionamiento y

distribuyendo internamente las misiones, entre las que se

incluyen la recepción de información actualizada y la formu-

lación de planteos concretos ante la Autoridad de Cuenca para

el mejor logro del propósito encomendado según criterios de

igualdad, especialidad, razonabilidad y eficacia.

20) Que la naturaleza y el contenido de la sentencia

que esta Corte dicta como pronunciamiento final sobre las

pretensiones que tienen por objeto la recomposición y la pre-

vención, exigen una prudente ponderación anticipatoria de

diversas circunstancias que se presentarán a raíz de la eje-

cución de los mandatos que forman parte del presente.

Que en ese trance, el Tribunal debe tomar una pri-

mera decisión que sea el fruto de balancear ajustadamente dos
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circunstancias.

La primera, como ha sido suficientemente señalado y

subrayado en la decisión dictada en este mismo asunto el 20 de

junio de 2006 para sostener la inhibitoria en las reclama-

ciones de daños individuales (Fallos: 329:2316) y en los pre-

cedentes I.349.XXXIX AItzcovich, Mabel c/ ANSeS s/ reajustes

varios@, de fecha 29 de marzo de 2005 y B.2303.XL ABarreto,

Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/

daños y perjuicios@, de fecha 21 de marzo de 2006 (Fallos:

328:566 y 329:759, respectivamente), que esta Corte debe man-

tener la racionalidad de la agenda de casos que debe examinar

y sentenciar, a fin de no entorpecer el responsable ejercicio

de las atribuciones que la Ley Suprema le ha encomendado en

todos los otros asuntos que corresponden a su jurisdicción más

eminente como intérprete final de aquélla, como guardián

último de las garantías superiores de las personas y como

partícipe en el proceso republicano de gobierno.

La otra circunstancia y sobre la base de la exigen-

cia institucional de que las sentencias de esta Corte sean

lealmente acatadas, está dada porque frente a la naturaleza de

las atribuciones reconocidas en este pronunciamiento a la

Autoridad de Cuenca, debe evitarse por parte de ella, de todos

los sujetos alcanzados por el fallo o de cualquier otra

autoridad Cnacional o local, judicial o administrativaC cual-

quier tipo de interferencias o intromisiones que frustren la

jurisdicción constitucional ejercida en este pronunciamiento.

En el conocido precedente P.95.XXXIX APonce, Carlos Alberto c/

San Luis, Provincia de s/ acción declarativa de certeza@, de

fecha 24 de febrero de 2005, (Fallos: 328:175) y a propósito

de pronunciamientos adoptados en instancia originaria, el

Tribunal estableció que Aes en esta instancia y en esta causa

en que el Tribunal debe juzgar si sus decisiones han sido
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acatadas, o no, y en su caso debe tomar todas las decisiones

apropiadas para lograr el riguroso cumplimiento de sus fallos,

desmantelando las consecuencias derivadas de todo acto por el

cual Csin importar la autoridad local que lo hubiera dictado,

en qué condiciones ni bajo qué nomen iurisC, se haya intentado

neutralizar, paralizar o desconocer, en todo o en parte, los

mandatos contenidos en una o más decisiones dictadas por este

Tribunal en esta instancia originaria y exclusiva".

Esta ponderación y la necesidad de preservar, ade-

más, un significativo grado de inmediatez de la magistratura

con los sujetos del caso, lleva al Tribunal a considerar

apropiado atribuir la competencia para la ejecución de la

presente en los términos de lo dispuesto por los arts. 499 y

siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación,

y las demás cuestiones que después se precisarán, en un

juzgado federal de primera instancia con competencia en parte

del asiento territorial de la cuenca hídrica. Con arreglo a la

competencia que le asigna la ley 25.519, art. 3°, el informe

interno elevado por la Secretaría de Administración General

acerca de los recursos humanos con que cuenta y la decisiva

circunstancia de que su puesta en funcionamiento es reciente

(conf. acordada 2/2006), queda deferida la intervención a

favor del Juzgado Federal de Primera Instancia de Quilmes.

21) Que además de la ejecución puntualizada, dicho

tribunal tomará intervención en la revisión judicial que se

promueva impugnando las decisiones de la Autoridad de Cuenca

(arts. 18 y 109 de la Constitución Nacional), competencia que

será de carácter exclusiva pues de este modo se procura ase-

gurar la uniformidad y consistencia en la interpretación de

las cuestiones que se susciten, en vez de librarla a los cri-

terios heterogéneos o aun contradictorios que podrían resultar

de decisiones de distintos jueces de primera instancia,
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frustrando así la más conveniente ejecución de la sentencia y

estimulando una mayor litigiosidad que podría paralizar la

actuación de la agencia administrativa interviniente.

En efecto, frente a las ingentes atribuciones que a

dicha agencia le reconocen los textos normativos en vigencia y

este pronunciamiento, es conveniente concentrar en un único

tribunal la competencia para llevar a cabo, agotada dicha

instancia administrativa, la revisión judicial amplia y sufi-

ciente que corresponde por mandato superior en un estado

constitucional de derecho, con arreglo a lo decidido por esta

Corte desde 1960 en el tradicional precedente ARecurso de hecho

deducido por Poggio, Marta Del Campo de; Poggio, José Víctor,

y Saavedra, Delia Josefina Poggio de, en la causa Fernández

Arias, Elena y otros c/ Poggio, José (sucesión)@, de fecha 19

de septiembre que ha marcado un rumbo en la materia (Fallos:

247:646), a fin de que, como enfatiza el voto de los jueces

Boffi Boggero y Aberastury, A...siga rigiendo substancialmente

el cardinal principio de que la decisión final corresponde al

Poder Judicial de la Nación...".

Frente a estas situaciones, el señor juez federal

interviniente deberá realizar, como se señaló en los prece-

dentes de Fallos: 305:129; 310:2159; 311:334, un escrutinio

verdaderamente suficiente, permitiendo una revisión plena de

las cuestiones controvertidas en el marco de un trámite bila-

teral, que concilie aquel estándar constitucional con la ri-

gurosa celeridad que debe imperar en la resolución de estos

conflictos. Por otra parte y a fin de poner en claro las re-

glas procesales, corresponde declinar la intervención de toda

otra sede, de manera que las decisiones finales que tomare el

magistrado cuya intervención se ha ordenado serán consideradas

como dictadas por el superior tribunal de la causa a fin de

permitir su impugnación por ante esta Corte, de verificarse
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todos los otros recaudos que condicionan su admisibilidad, en

la instancia del art. 14 de la ley 48, sustrayendo así de toda

actuación a cualquier tribunal intermedio. El tribunal

delegado tendrá también las facultades necesarias para fijar

el valor de las multas diarias derivadas del incumplimiento de

los plazos, con la suficiente entidad como para que tengan

valor disuasivo de las conductas reticentes. Asimismo, podrá

ordenar la investigación de los delitos que deriven del in-

cumplimiento de los mandatos judiciales que se ordenan en la

presente sentencia.

22) Que, por último, las altas razones en que hacen

pie las decisiones precedentes deben ser complementadas ins-

trumentalmente, ordenando la acumulación de todos los litigios

relativos a la ejecución del plan por ante el juez encargado

de la ejecución, y declarando que este proceso produce

litispendencia respecto de las demás acciones colectivas que

tengan por objeto una controversia sobre el mismo bien

jurídico, aun cuando sean diferentes el legitimado activo y la

causa petendi.

Por ello se resuelve:

1.- Dictar sentencia con respecto a las pretensiones

que tienen por objeto la recomposición y la prevención.

2.- Ordenar a la Autoridad de Cuenca que contempla

la ley 26.168 el cumplimiento del programa establecido en los

considerandos.

3.- Disponer que el Estado Nacional, la Provincia de

Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son

igualmente responsables en modo concurrente con la ejecución

de dicho programa.

4.- Establecer que la Auditoría General de la Nación

realizará el control específico de la asignación de fondos y

de ejecución presupuestaria de todo lo relacionado con el Plan
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Integral de Saneamiento.

5.- Habilitar la participación ciudadana en el con-

trol del cumplimiento del Plan de Saneamiento y del programa

fijado en el presente.

6.- Encomendar al Defensor del Pueblo de la Nación

la coordinación de dicha participación, mediante la conforma-

ción de un cuerpo colegiado en el que participarán los repre-

sentantes de las organizaciones no gubernamentales que inter-

vienen en esta causa en condición de terceros interesados.

7.- Atribuir competencia al Juzgado Federal de Pri-

mera Instancia de Quilmes para conocer en todas las cuestiones

concernientes a la ejecución de este pronunciamiento y en la

revisión de las decisiones finales tomadas por la Autoridad de

Cuenca, según el alcance establecido en los considerandos 20 y

21.

8.- Disponer la acumulación de procesos y prevenir

acerca de la situación de litispendencia existente, con arre-

glo a lo decidido en el considerando 22.

9.- Mantener la tramitación de la causa ante esta

Corte en lo atinente a la reparación del daño colectivo.

10.- Ordenar la remisión de copia fiel, en soporte

papel y magnético, de todo lo actuado al Juzgado Federal de

Quilmes, haciéndose saber a su titular la existencia de ane-
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xos de documentación que se encuentran a su disposición para

toda consulta que se quiera formular.

11.- Diferir el pronunciamiento sobre las costas

hasta tanto se dicte sentencia con respecto a la pretensión

cuyo trámite prosigue ante esta Corte.

Notifíquese y cúmplase con lo ordenado. RICARDO LUIS

LORENZETTI - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS S. FAYT -

JUAN CARLOS MAQUEDA - E. RAUL ZAFFARONI - CARMEN M. ARGIBAY.

ES COPIA


